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Impugnacion á las apreciaciones de El Clamor' PÚ­
blico, sobre las dísposiciones dictadas por el
Señor Arzobispo de Valencia acerca de la ma­
nera como los Arciprestes, Curas, etc., de su
Diócesis, deben cumplimentarla é interpretarla
rectamente.
Dispuesta la publicacion en nuestra
Revista del documento á que se refiere
el epígrafe de este artículo sin comen­
tario de ningun género, porque supo­
níamos que nuestros lectores podrán
apreciarla en lo que vale por su sola
lectura, nos ha sorprendido un artí­
culo de El Clamor Público, que nos obli­
ga á retirar otros materiales para con­
testar y contradecir las apreciaciones
de aquel periódico político.
Gratuitas, inexactas y apasionadas,
podrían dar lugar á una réplica severa
que nosotros, partidarios antes que
todo de la verdad y la justicia, nos
compleceríamos en escribirla, si lo hi­
ciéramos en un periódico de otra Ín­
dole que el Foro Yalenciano . Pero en
este, cuya redaccion, es tan hetereo­
genea en ideas políticas, como saben
cuantos nos conocen, nunca ninguno
de sus individuos ha tratado ni tratará
las cuestiones á que está consagrado,
sino con el elevado é imparcial criterio
de la ciencia, único permitido por la
ley á periódicos de esta clase.
y es difícil al que suscribe este ar­
tículo, hacerlo hoy asi por que no es
cíertamen te ese el terreno en que El
,
Clamor Público ha plan teado la cuestión,
y tendrá para ello que renunciar á las
ventajas que para su réplica ofrecen,
la virulencia y ligereza de aquel perió­
dico, á quien no juzgue de las cosas
en odio de su autor.
De d os clases son las apreciaciones
de El Clamor; refiérense unas á la facul­
tad qué niega en nuestro Diocesano
para dictar las disposiciones á que nos
referimos; encamínanse las otras á dè­
mostrar que su interpretacion ha sido
equivocada.
Hay pues una cuestion de atribucio­
nes.
Hay otra cuestion de apreciacion.
Ni en una ni en otra ha estado acer..
tado El Clamor Público.
El Señor Arzobispo de esta Diócesis
ha estado, en nuestro concepto, dentro
de su derecho al dar la circular , y ha
estado dentro de la ley al interpretar
su espíritu y al esplicar su letra.
Vamos á demostrarlo.
Dada la ley de 20 de Junio último,
á la que sea dicho de paso negamos
nuestra humilde aprobacion , por lo
que tiene en algunos casos de absoluto,
término que no admitirnos en ninguna
institucion ni autoridad humana, ofre­
ciéronse dudas á algunos Arciprestes,
Curas, etc., en el terreno práctico y
consultáronlas á su Superior Gerár­
gico, este les con test6 manifestándoles
su humilde juicio sobre la manera de aplicar
y eqecuta» la mencionada ley.
¿Estuvo ó no en su derecho, con­
siderada la cuestion en abstracto y
prescindiendo por de pronto de la for­
ma y manera como lo hizo?
Para sostener Ia negativa es necesa­
rio negar una clarísima evidencia.
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¿Cuál es el superior gerárquico que
no puede señalar á sus inferiores la
manera como juzga mas procedante la
recta aplicacion 6 egecucion de las le­
yes que á los mismos corresponde?
¿Hay acaso una sola Direccion de las
diferentes dependencias del Estado,
que no ûicte las instrucciones que le
parezcan oportunas para que sus res­
pectivos subalternos egecuten recta­
mente las disposiciones del poder le­
gislativo?
Era necesario anular toda gerarquía
y autorizar por consecuencia la confu­
sion y la anarquía, si cada empleado
tuviera que resolver de cuenta propia,
las dudas que en el cumplimiento de su
deber se le presentasen, y si el supe­
rior inmediato no tuviera el derecho
y el deber de dirigirle y solventar aque­
llas, cuando ello esté á sus alcan­
ces dentro de la letra y de la recta
interpretacion del espíritu de las leyes.
¿Puede decirse ni suponerse que el
que tal hace quiere erigirse en Legis­
lador, eontrariar en ]0 mas mínimo la
letra ni el espíritu de la ley, ni abusar
de sus facultades?
Acierte 6 no á interpretar yesplicar
la ley, el que tal hace obra dentro de
sus atribuciones en uso de su derecho,
en cumplimiento de un deber inde­
clinable.
y al Ilmo. y Excmo. Arzobispo de
esta Diócesis, no solo no se le puede
negar �l derecho que todos los Diocesa­
nos tienen para dictar á los Arcipres­
tes, Curas" etc., que á su autoridad
están subordinados, la manera como
deben cumplimentar rectamente las
leyes, cuya aplicacion en todo 6 en
parte les está encomendada, sino
que tampoco se le puede negar la
competeacui, pues la tiene como Letrado;
título con el que es individuo del ilus­
tre colegio de esta capital y de algun
otro; título que con el de Académico
de la de Legislacion y Jurisprudeneia
I
valenciana, nos na hecho considerar
como un deber, el defender opiniones
suyas, que hemos considerado tan pru­
dentes y acertadas, cuanto ínconve­
niente y equivocadamentecombatidas.
Nos encontramos en la segunda
cuestiono
Si el digno prelado de 'la Diócesis y
nosotros, que unimos á la suya nuestra
modesta opinion, nos equivocamos al
interpretar la ley, demuéstrelo El Cla­
mor Público y quien como él opine, con
razones, y no se quiera hacerlo creer
asi con declamaciones gratuitas y exa-·
geradas. En cuestiones de apreciacion
no ofende el suponerla equivocada; ni
el error induce malicia ni abuso.
«Segun el parecer del prelado á que
nos referimos, es innecesaria la inter­
vencion de notario público, en el acto
de otoraarse el consentimientoo el con­
sejo, á'-'los que la ley considera como
menores, y solo en el caso de que el se­
gundo se negase 6 no fuese favorable
podrá aquel funcionario estender yau­
torizar el documento en que se quiera
hacer constar esta circunstancia.»
Asi reasume El Clamor con bastante
exactitud la opinion de nuestro prela­
do, y luego añade: «Semejante pres­
cripcion tratándose de disposiciones le­
gales esplícitas y termiuantes hasta el
punto de no dejar. género alguno de
duda sobre los deseos que animaban á
las Cortes al discutirlas y aprobarlas,
revela el intento de corregir la plana.
á los legisladores del pais, arrogándose
facultades que ni aun radican en el
Gefe de un Estado, regido constitucio­
nalmente como lo está la España en
. el dia .»
Vayamos por partes:j
Semejante prescripcion no existe, por­
que el prelado nada prescribe � el prelado
manifiesta c6mo entiende la ley, dé
suerte que lejos.de disponer, ni intentar
hacerlo, nada contrario á ella, trata
solo de facilitar su recta inteligencia,
su aplicacíon.
Interpretar no es prescribir ni man-
dar.
' ·
Dice El Clamor que se trata de dis­
posiciones esplícitas y terminantes.
¿Sobre qué? ¿Sobre si se ha de hacer
constar el consentimiento, que para
contraer los menoresmatrimonio nece­
sitan, por medio de un documentó pú-
blico?
Pues negamos que haya semejante
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disposición esplícita y terminante , y
para afirmarlo como hace El Clamor, es
necesario no haber leido la ley de 20
de Junio último.
Nosotros con ella en la mano repeti­
mos las palabras del prelado: «La ley
no preceptúa que lo escrituren.»
y si lo preceptúa esplícita y termi­
nantemente, que diga El Clamor ter­
minante yesplícitamente en cuál de
sus 16 artículos.
No es esto solo, sino que la ley im­
plícita, pero claramente preceptúa lo
contrario; de otro modo: no hace nece­
sario que se escriture el consentimiento
6 el consejo favorable.
y por esto oportunamente dijo nues­
tro prelado « no veo en ella (la ley)
intencion alguna, ni menos prescrip­
cion encaminada á causar gastos algu­
nos, ni á los padres, ni á los hijos, ni á
los menores que pudieren hacer poco
gratos los efectos de la ley.»
Basta, pues, y esto ha sido la mente
de la. ley, que el consentimiento se
manifieste por quien deba darle, como
hasta de ahora, y que en igual forma
se dé el consejo favorable ante el Pár­
roco de la parroquia en que haya de
celebrarse el matrimonio.
De otro modo seria causar vejáme­
nes, molestias y gastos innecesarios;
establecer indirectamente una contri­
bucion sumamente onerosa, pues se­
gun la ley de papel sellado, versando
tal escritura sobre cosa que no tiene
cuantía convenida, debería estenderse
su copia en papel de 32 rs., ó cuando
menos de 16, considerándolo como un
poder, tal cual creemos que en su caso
-deberia hacerse. Calcúlese lo que esto
produciria, si todos los menores necesi­
taran una escritura de consentimiento
para contraer matrimonio.
Hay mas; si la ley hubiera exigido
como necesario en todos los casos el
préviootorgamiento de un instrumen­
to público para hacer constar el con­
sentimiento ó consejo favorable, hu­
biera exigido una cosa ridícula y
absurda. r
Porque ridículo Iy absurdo seria;
que para el acto 6 contrato principal,
para hacer constar ilá'woluntad de··los
contrayentes, baste manifestarlo ante
el párroco, y que para un acto secun­
dario, siquiera sea esencial, cual es el
consentimiento de los padres ó cura­
dores, fuera necesario otorgar una es­
critura.
Cuando el consejo del padre ó de las
demás personas llamadas á darle por la
ley no sea favorable, entonces, como
han de trascurrir tres meses para que
pueda celebrarse, es cuando aquella en
su art. 15 previene el modo de hacer
constar ó de acreditar la peticion del
consejo, disponiendo que sea en com­
parecencia personal y prévio requeri­
miento, y ante Notario público o ecle­
siástico, ó bien ante el Juez de paz.
La razón de la diferencia es obvia:
cuando ha de suspenderse la celebra­
cion del matrimonio, no ha de inter­
venir para nada el párroco, hasta tan­
to que trascurran tres meses; era pre­
ciso, pues, que la ley marcase quién y
cómo debia certíflcar de la peticion y
.
de la negativa.
Además la negativa supone indisposi­
cion de ánimos y necesidad de buscar
y requerir á la persona á quien se ha
de pedir el consentimiento 6 consejo
que hacen mas oportuna que la de los
párrocos la intervencion, de funciona­
rios tales como los designados por la
ley.
Del acierto con que respecto lo que
queda dicho, ha interpretado el prela­
do de la Diócesis la ley á que nos refe­
rimos, en cuanto su espíritu. de la
exactitud con que se ha a tenido á su
letra se desprende cuán sin funda­
men to se dice en el párrafo trascrito
de El Clamor, que reoela el intento de cor­
regir la plana á los legisladores.
y aunque se hubiera equivocado el
Sr. Arzobispo al interpretar la ley, no
tiene derecho El Clamor á juzgar de las
intenciones con que lo hiciera, pues
que tampoco toleraria El Clamor que
nosotros juzgásemos de las suyas, al
escribir un párrafo tan rimbombante
como destituido de fundament/yo
Despues de todo, sin que nos cons­
ti tuyamos en censores ni defensores
oficiosos de las intenciones de nadie,
parécenos que se necesita querer estar
--- ---
su autoridad, como emanadas de su
nombramiento, con arreglo á las leyes
y á los cánones.
. Basta demostrarlo asi, aparte de que
es de sentido comun, y que no hay
una sola frase, por la que se compren­
da que se refiere á los notarios públi­
cos, el que al designar el papel en que
juzga (no que ordena) que puede ha­
cerse dicha declaracion, fija el 9.° de
2 rs., que es el señalado por Real 6r­
den, que está vigente, á los ac­
tos de la jurisdiccion eclesiática. y
también que la fórmula propuesta con
las palabras «puede ser muy sencillo y
lacónico,» no es la adaptable á los ins­
trumentos otorgados ante notarios pú­
blicos, aunque le creamos suficiente
para tales actos ante notarios ecle­
siásticos.
Con esto se demuestra la ímpertí ...
nencia de las imputaciones que en ....
cierranlas preguntas que dejamos tras­
critas.
Reasumiendo ;' creernos que el Ilus­
trísimo y Excmo. Sr. Arzobispo al in­
terpretar la consabida ley, lo ha hecho
en uso de sus 'atribuciones, y aun en
cumplimiento de su deber.
Sin el carácter de prelado, y como
letrado, podría también hacerlo, por­
que ni aun este se necesita para ello.
y en cuanto' se refiera á la apli­
cacion de la referida ley, estamos,
como dejamos dicho, conformes en un
todo con la opinion de nuestro distin­
guido compañero y respetabilísimo
prelado.
Aun cuando esta fuese' una inter­
pretacion equivocada, tendría siempre
en su furor, y merecería que se la con­
vírtièse en otras formas que lo ha he­
cho El Clarnor, la consideracion de que
es la mas equitativa, y mas en armonia
con la libertad individual y los intere­
ses de la generalidad.
Concluiremos con una sola observa­
cion: antes que El Clamor se ocupara
del mo-lo como lo ha hecho de la cir­
cular del dignísimo prelado de Valen­
cia, habíanla reproducido con encomio
6 sin contradiccion alguna todos los
periódicos de España, y muchos de
los periódicos políticos.
. Eduardo Atard.
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ciegos, para no ver cuán gratuitamen­
te se supone intencion de enmendar la
plana á los legisladores, y arrogarse fa­
cultades del poder legislativo, en quien
dice: «respecto este y el otro punto,
opino que el modo mas recto de apli­
car la ley, es tal.» y añade: «conside­
rasulo que ocurrirán dudas sobre determina­
dos casos, etc., me propongo consultar al
Gobierno de S.•�. para que sea servido co­
municarme sus instrucciones. 1)
Mal se aviene este lenguage , que es
el debido, con las intenciones supues­
tas de atribuirse las facultades de le­
gislador.
Pero, continúa El Clamor: «no se
limita solo á esto en su circular el Ar­
.zobispo de Valencia; no contonto con
determiner como de propio derecho
los casos en que los depositaries de la
fe pública han de Intervenir 6 no en
las cuestiones de disenso � señala la
clase de papel sellado en que deben
estenderse los instrumentos, marca la
f6rmula á que aquellos deben sujetarse
al redactar los que autoricen con su
firma; y hasta ofrece señalar los dere­
chos que en cada caso especial debe­
rán percibir por sus trabajos los fun­
cionarios en cuestiono
¿Quién ha facultado al Diocesano
que tan estraña circular ha suscrito,
para comentar una ley alterando vi­
siblemente su espíritu. y para alterar
6 reformar los aranceles á que los no­
tarios deben sujetarse en el egercicio
de 3US funciones como á tales?
¿Existe alguna disposicion ignora­
da por nosotros, que convierta á los
Arzobispos en gefes del Notariado en
sus respectivas Díocesis?»
El Arzobispo de Valencia, ya lo he­
mos dicho antes. lo hemos demostra­
do, y la simple lectura de su circular
lo demuestra, no détermina nada, in­
terpreta , é interpréta con derecho,
competencia y acierto.
Al marcar el papel y forma con que
deben los notarios estender la decla­
racion del consejo no favorable, y al
dictar las demás disposiciones relativas
á notarios, debe en concepto nuestro
entenderse que lo hace respecto los
notarios eclesiásticos, dependientes de
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Circular del el Excmo. Señor Arzobispo
de esta Diócesis, contestando á las consultas
que por algunos Párrocos se le han hecho,
acerca de la mejor interpretacion de la ley
de, disenso de 20 de lunio último, pu-
. hlicada en el Boletin eclesiástico.
«Señores arciprestes, curas, ecónomos, re­
gentes y vicarios.-Muy amados mios en Jesu­
cristo: La ley de 20 de Junio último sobre el
consentimiento paterno, consejo y disenso para
la celebracíon de los matrímouíos ha ofrecido
en el terreno práctico alguna duda sobre el mo­
do de su ejecucion, y de ahí el que algunos
de vosotros, con el celo y deseo de acertar que
preside vuestras operaciones, haheís consultado
mi parecer en la materia y pedido mis instruc­
ciones.
Aldaros gracias por ese celo y díscreoion que
os acompaña, voy á manifestaros mi humilde
juicio sobre la manera de aplicar y ejecut�r la
mencionada ley.
Esta, como conoceis muy bien, ha dado un
paso muy ventajoso en favor del respeto de­
bido á la patria potestad; pero no veo en ella
intencion alguna ni menos prescripcion encami­
nada á causar gastos algunos, ni á los padres,
ni á los hijos, ni á los menores, que pudiesen
hacer poco gratos los efectos de la ley.
En primer Ingar, los hijos que no han cum­
plido 23 años, y las hijas que no han cumplido
20, han menester para casarse el consentimien­
to paterno, este consentimiento puede prestarse
por los padres ó los llamados por la ley en
aquella misma forma ó manera que lo han ve­
rificado hasta el presente. La ley no precep­
túa que lo escrituren. Sí pues hasta el pre­
sente los padres cuando sus hijos habian
de casarse iban á casa del párroco y le mani­
festaban su consentimiento para el futuro ma­
trimonio de sus hijos, no encuentro ningun
motivo para que se hagan innovaciones, ni se
causen gastos, que serian consiguientes á la es­
crituracíon innecesaria. Sin preceder este con­
sentimiento los párrocos no deben iniciar las
dilig encias matrimonales.
Cumplidos los 23 años en los hijos y 20 en
las hijas, necesitan para casarse pedir el conse­
jo á sus padres, ó en su caso á los demás lla­
mados por la ley. Si este es favorable, basta
que lo manifiesten al párroco en la mism a for­
ma que ha venido prestándose el consenti­
miento, y con esta manifiestacion puede el pár­
roco proceder.
Pero si el consejo no fuese favorable, el
párroco nada debe. hacer, ni el aspirante al
matrimonio puede exigir del mismo párroco
que incoe sus diligencias matrimoniales hasta
que hayan trascurrido tres meses de la peticíon
del consejo autoritativo, y este en el caso en
que la ley que nos ocupa exige en su art. 15
documento que acredite la petición del consejo
desfavorable, y su fecha, para que trascuridos
los tres meses pueda celebrarse el matrimonio.
La declaracion mencionada del consejo no fa­
vorable, ha de ser ante notario público ó ecle­
siástico, ó bien ante el juez de paz. La ley no
designa un sello especial de papel en que deba
estamparse Ia declaracion, y por ello juzgo que
puede hacerse en el sello 9. o de 2 rs. El conte­
nido de la declaracion puede ser muy lacónico
y sencillo, como lo es el decir que Hante mí
con esta fecha N. N .. como padre (6 madre)
no ha prestado el consejo favorable pedido por
su hijo ó hija N. N. para el matrimonio que in-
--.�----- - -_ --_- -
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tenta contraer,» y ya se deja conocer que la
senoíllêz de semejante documento no puede en­
trañar muchos gastos.
No se me oculta que no en todas las parro-
quias hay proporcion de notario público ó ecle­
siástico, y para ocurrir á esta dificultad procu­
raré nombrar para cada arciprestazgo uno ó dos
notarios eclesiásticos que puedan desempeñar
este cometido y otros diligenciados que emanen
de mi secretaría de cámara y tribunal eclesiás­
tico. Para este efecto los arciprestes en cuyo
territorio no haya notario eclesiástico me pro­
pondrán persona ó personas que por su aptitud,
conducta y virtudes puedan ser nombradas, en
cuyo caso tambien designaré los derechos mó­
dicos que hayan de devengar.
Con las precedentes indicaoiones hechas, te­
niendo á la vista la ley y sin separarme de su
letra y espíritu, creo haher respondido á las
preguntas que se me han hecho por algunos
párrocos, y trazado el camino 'práctico para la
ejecucion de aquella.
Los legisladores humanos no es posible que
en la confeccion de las leyes prevean todos los
casos y llenen todos los vacíos:
la presente ley
los tiene, y consíderando que ocurrirán dudas
sobre determinados casos que ahora mismo se
me presentan, me propongo consultar oportu­
namente al gobierno de S. M. para que sea. ser­
vido comunicarme sus instrucciones.
Os ruego, amados mios, que no olvideis en
vuestras oraciones pedir al Señor por mi, en la
completa seguridad de que os corresponde to­
dos los dias mas de una vez vuestro amantísimo
que os bendice cariñosa y paternalmente-Ma­
riano, arzobispo de Valencia.





La contradiccion que an ostensi­
blemente se nota entre el espirítu y la
letra de la ley de Enjuiciamiento civil
no podia menos de promov�r conflic­
tos en su. aplicacion práctica �yesos
conflictos el único tribunal competen­
te para decidirlos estableciendo ju­
rísprudeucia, lo es, como todos sabe­
mos, el supremo de Justicia.
En efecto, solicitados alimentos pro­
visionales por un hijo natural ante el
Juzgado de Santiago, y aducidas prue­
bas supletorias de su personalidad, se
decretaron los alimentos. Interpuesta
apelacion confirm6 la Audiencia de la
Coruña el fallo del Juez, y la persona
perjudicada entabló recurso de casa­





art, 1013 de la ley de Enjuiciamiento
civil; alegando, en cuanto á la causa
séptima, que se había declarado que
el mener era hijo natural suyo, y que
ni el Juzgado ni la Sala tenian compe­
tencia para hacer esta declaracion en
unos autos 6 espediente de jurísdiccion
voluntaria: y diciendo, en cuanto á la
causa segunda, que el menor no tenia
personalidad, por que no habia acredi­
tado la cualidad de hijo natural en la
manera debida, que era por reconoci­
miento del padre consignado en la par­
tida de bautismo, en escritura 6 testa­
mento, 6 por sentencia egecutoria
dictada en juicio competente.
Respecto á la primera escepcion 6
•
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causa desde luego se comprende que
semejante declaracion de ser el de­
mandante hijo natural del demanda­
do, no se haria por el Juez, ni por la
Sala.. puesto que era improcedente, si­
no únicamente que con las pruebas
supletorias suministradas estaba justi­
ficado lo bastante para conceder ali­
mentos provisionales, que aquel era
tal hijo, sin coartar por esto la liber­
tad de accion ni el derecho del de­
mandado para demostrar lo contrario
en juicio pleno. Es decir, que tanto el
Juez como la Sala, recordando los
principios de la ley de Partida, hicie­
ron aplicacion de ellos al caso que se
les ofrecia. En cuanto á la segunda
causa, admitidas las pruebas aducidas
como bastantes para aquel efecto .. es
una conse cuencia 16gica que justifica­
ban la personalidad del híj o en tanto
en cuanto se requería para atender su
derecho á los alimentos.
Estas deducciones que sin bastan­
tes antecedentes nos atrevemos á in­
dicar, 110 lo hacemos con otro objeto
mas que con el de preparar la com­
prension de la jurisprudencia del Su­
premo de Justicia.
En efecto, este Tribunal ha resuelto:
1.0 Que el art. 1210 de la ley de en­
juiciamiento civil exige. pam decretar ali­
mentos provisionales, además de peticion es­
crita, justificacion cumplida del tltulo en
cuya virtud se pidan, y aproximada del cau­
dal de quien deba darlos:
2. o Que no es necesario para justificar
la cualidad de hijo natural en un espedien­
te de alimentos provisionales, el reconoci­
miento del padre consignado en escritura ó
testamento, ni sentencia eqeauoria .. bastando
al efecto otras prueba» supletorias.
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y 5.0 que no puede fundarse recurso de
casacion contra una sentencia dictada en es­
pediente de alimentos provisionales, por que
en ella se declaren ciertos derechos, cuando
la dec laracion se concreta al espediente mis­
mo de jurisdiccion voluntaria, y se reserva
á los interesados su derecho para que lo
egerciten en juicio ordinario (1).
Es decir , que á pesar de que el artí­
culo 1210 de la ley de Enjuiciamiento
civil exíje como segundo requisite
para que puedan decretarse alimentos
provisionales el que se acrec1i te cum­
plidamente el título en cuya virtud se
pidan, el uso de ese adverbio que por
sí solo parece indicar, como dedugi­
mosen el capítulo anterior, que la jus­
tiflcacion de ser hijo natural el deman­
dante del demandado, debiera sumi­
nistrarse con pruebas indudables, y
de cualquiera de las clases admitidas
por ley mientras fueran bastantes á
darla plena prueba que acreditase cum­
plidamente el título, no debe tomarse
usado por la ley en la acepción genui­
na, puesto qUI=) no escluye , como á pri­
mera vista parecia escluir, las prue­
bas supletorias.
Así lo ha resuelto terminantemen­
te el Supremo Tribunal de Justicia, y
al hacerlo ha corregido en parte los de­
fectos que contiene la ley de Enjuicia­
miento civil en la materia de que tra­
tamos.
En efecto, hemos visto las conse­
cuencias deplorables, aunque lógicas,
que se originaban de la ley interpre­
tada tal como está escrita y tal como
parecia querer que se interpretara al
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mentos provisionales solicitados por
un hijo natural, por que es el caso
que mas en relieve pone lo defectuoso
de la ley de Enjuiciamiento civil en
esta materia.
Dos son las personas directamente
in teresadas en toda peticion de ali­
mentos, el que los reclama y el que
los ha de dar; ambas merecen de la ley
pro teccion y respeto. Si es sagrado el
derecho á la vida, también lo es el de­
recho á la propiedad y respeto merece
la honra individual: esa proteccion ..
ese respeto lo ha reconocido la ley de
Enj uiciamiento civil? Basta á darlo
la jurisprudencia establecida por el
Tribunal Supremo?
Solo en parte. Y decimos que no se ha
atendido con igualdad á los derechos
de una y otra persona 6 interesado
por que solo encontramos favorecido
con esceso el derech o á los alimentos.
Hemos principiado por reconocer
la importancia de este encareciendo la
consideracion que ha merecid o siempre
á nuestras leyes. Pues bien, no se crea
nos contradecimos al vituperar que se
le proteja con esceso: nosotros no po­
demos admitir dentro de la ciencia y
de la justicia proteccion para uno y
perjuicio para otro: y esa proteccion
y ese perjuicio existen dentro de la
ley.
Dispuesto había esta que el título
con que se pidieran los alimentos jus­
tificara cumplidamente el derecho á
ellos; pero este principio ó esta dispo­
sicion atendido su literalismo coartaba
en gran manera aquelmismo derecho,
y ante la imposibilidad de dar una
prueba cumplida que por lo regular
le será difícil darla á un hijo natural,
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no dar audiencia á la parte demandada;
usando de sus atribuciones aquel Tri­
bunal ha procurado evitar los escollos
que nacian de aplicar la ley en su li­
teral sentido, y no olvidando la bue­
na jurisprudencia emanada de la de
Partida, ha vuelto á admitir la prue­
ba supletoria, ha vuelto á restablecer
el principio de que si el Juez no en­
cuentra prueba cumplida si fallare por
algunas señales que es su fijo, debe mandar
al otro que lo crie.. ó lo provea.
La admisión de esta jurisprudencia
que no violenta la ley, es ya una gran
ventaja en pró del sagrado derecho
á los alimentos, y es lo único que sin
estralimi tarse de aquella ha podido ha­
cer el Tribunal Supremo.
De modo que el procedimiento en
esta clase de diligencias, se reducirá
á que presentada la demanda por el
hijo natural y por analogía por el que
tenga derecho á los alimentos, sumi­
nistrada informacion de testigos acerca
de su pobreza. y si cabe de la cali­
dad de tal hijo 1Í otra prueba equíva­
lente, resultando exacto, y justifícado
el caudal del demandado aproximada­
mente, decretará el Juez la dacion de
aquellos, sin audiencia de la persona
á quien se le pidan, con reserva para
que pueda utilizar su derecho enjuicio
competente.
¿Quedará con esto bastante armoniza­
da la ley con los buenos principios fi­
losófico-jurídicos? ¿Será preferible la
jurisprudencia moderna á la antigua?
IV.
Ventajas de la jurispruâencia antigua
sobre la moderna.
Nos hemos ceñido á tratar de ali-
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se esponia su existencia por la cruel-
dad 6 la ignorancia de el padre y se
faltaba á 10 que dicta la ley natural
sancionada por las del rey D. Alfonso.
. Admitidas las pruebas supletorias
se consigue para el hijo natural toda
la facilidad necesaria, el derecho á.Jos
alimen tos queda completamente ga­
rantido. Pero esas diligencias se ins­
truyen sin audiencia de la persona á
quien se piden y este es el grandísimo
defecto que encontramos en la ley.
Por poco que se medite se compren­
de que desde el momento en que se da
cabida á esa clase de informacíones en
perjuicio de tercero, y de un tercero
conocido, como lo es en la peticion de
alimentos, hay una esposicion grande
á incurrir en error. En efecto; solici­
ta un hijo natural los alimentos; el
Juez recibe la informacion; los testi­
gos están conformes en afirmar que
han tenido y reputado como tal hijo
del demandado al demandante, y jus-
.
tificado igualmente con aproximacion
al caudal de aquel, el Juez decreta los
alimentos y obliga á su pago hasta
por la via de apremio (1). No queda
mas remedio que pagar, y creyéndose
perjudicado promover juicio ordinario.
La prueba supletoria suministrada por
el demandante ha sido suficiente para
otorgar aquellos, pero en vista de las
que suministra en juicio pleno el pa­
dre quedan destruidas; el parentesco
no se prueba; la obligación de dar ali­
mentos no existe. Mientras tanto han
trascurrido una porcion de meses, por
que la mala fé del supuesto hijo ha
dilatado el negocio cuanto cabe dila-
(1) Art. 1217 Ley Enjuiciamiento civil.
tarlo. los alimentos se han seguido
suministrando y por consiguiente dis­
trayéndose su importe. Se condena á
su devolucion ¿cómo hacerla efectiva?
Sabido es que la pobreza del peticio­
nario es una circunstancia precisa
para dar cabida á su demanda, ¿cómo
pues conseguir que una persona que
no posee bienes ni medios para pagar
reintegre lo que ya tiene consumi­
do? El perjuicio pecuniario es pues in­
reparable. La ley no ha protegido
bajo este punto de vista los derechos
del demandado como debiera prote­
gerlos. Se ha perjudicado la propiedad
particular.
Si nos elevamos á otra clase de con-
sideraciones mas respetables aun que
las referentes al dinero, resultará
mas evidente ese vacio de la ley. Su­
póngase que es á la madre á quien
esos alimentos se piden. La suposicion
de un hijo natural en un hombre, aun­
que siempre sea grave ymoralmente le
pued e desconceptuar, por el modo de
ver de nuestra sociedad .. nacido de la
gran consideracion en que se tiene á
la muger, nunca es tan grave como
cuando la suposicion recae sobre esta.




Bien podrá aquella suposicion no pa-
sar de tal; las pruebas que suministre
en contrario la que se reputó por ma­
dre serán plenas y concluyentes, pero
ya nunca podrá estirpar del todo las
sospechas que acerca de su conducta
pasada se hayan concebido; si contra­
jo nuevo matrimonio, la paz de la fa­
milia se destruye; el marido que ve
en tela de juicio la honra de su con­
sorte pierde la confianza que en la
misma tenia; sin confianza es difícil el
---- � - - -----
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cariño: y si ese cariño es como debe
ser" nacen los celos del pasado, celos
siempre temibles por que no es fácil
combatirlos. Si esa misma muger per­
manece en estado de soltera, su ma­
trimonio tal vez convenido se hace di­
fícil, y cuando menos queda. vulnera­
do el honor.
Se nos dirá: pero esas mismas sos­
pechas se levantan tambien desde el
momento en que se piden los alimen­
tos, por que en la esencia el hecho es
el mismo. Verdad que lo es, pero cuan­
do desde el primer momento se con­
testa á esa suposicion, cuando desde
el primer momento se destruye, es
muy distinto en los resultados á cuan­
do se ha necesitado un largo juicio
para conseguir aquel efecto. Un in­
cendio tanto lo es, cuando solo acata
una parte de la casa como cuando se
apodera de toda ella, ¿pero son iguales
los resultados? ¿Si se acude desde un
principio y se le ataja sin que tal vez
haga mas que ennegrecer un poco las
paredes, es lo mismo que cuando las
ha destruido?
A buen seguro que no.
Pero cuando no otra cosa el perjui­
cio pecuniario existiria, la propiedad
habría sido perjudicada.
Si encontraramos una razon plau­
sible para disculpar la novedad intro �
ducida por la ley de Enjuiciamiento
civil, no haríamos estas observaciones,
pero no la encontramos ni podemos
esplicárnosla de otro modo que por
háber querido proteger en demasía
el derecho á los alimentos.
He aquí por qué encontramos me­
jor y mas aceptable la jurisprudencia
que nació de la ley de Partida; he
aquí por que cuando.existe un medio
tan sencillo de poner á cubierto inte ....
reses respetables co mo lo es .dando au­
diencia al de mandado, siquiera eljui­
cio no pierda nunca el caracter de su­
mario, cree mos que la ley de Enjuicia­
miepto debe reformarse en esta parte.
Que en la juris d iccion contenciosa es
donde debe colocarse el juicio de ali­
mentos, dándole el caracter de tal y
señalando trámites especiales, como la
especialidad de 1 a materia reclama.
Puesto que no es este solo el defec­
to que la práctica enseña que con ...
tiene la espresada ley, puesto que pre",
cisamente habrá de corregirse y que
el Gobierno dirige consultas á las Au­
diencias y cuerpos colegiados de la fa ...
cultad para que se resuelvan algunas
cuestiones que de aquella nacen, cree­
mos que la comision de Códigos, ten­
drá presentes las índíeacíone s que
dejamos espuestas y que no habrá po ...
dido menos de apreciar ya su superior
ilustracion, corrigiéndola en el mo do
que hemos manifestado ú otro aná­
logo.
Manuel Mard.
¡ en los juicios egecutivos.
El deseo que nos anima de que en todos los
Tribunales se sigan unos mismos trámites en el
procedimiento, toda vez que una misma es la
ley que en ellos se observa, ha puesto la pluma
en nuestra mano para combatir una práctica
que hemos notado en algunos juzgados, y que
á nuestro juicio no tiene razón alguna que Ia
legitime. No abrigamos la vana presuncion de
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que nuestras observaciones sean. bastantes para I que basta leerla conalguna atencion para con-
quitar de una vez lo que vamos á censurar, co- vencer á cualquiera de lo que dejamos estable-
nocemos nuestra insuficiencia y tenemos en oído. Dice aquel articulo: «Consentida la Sen-
cuenta tambien, que nuestras palabras desnu- tencia de remate, confirmada por el Tribunal
das de toda autoridad, no serán escuchadas, ni Superior, ó dada la fianza en el caso de pedir-
,tal vez leidas, por parte de aquellos que tie- se su ejecucion no obstante la apelacion, se ha-
nen en su mano la oorreccion del abuso de que rá pago inmediatamente al acreedor de princi-
nos lamentamos. pal y costas, prevía tasación de estas, si lo em-
En los juicios ejecutivos se manda practicar bargado fuere dinero) sueldos, pensiones
ó cré-
la tasacion de costas fluido 'el primer periodo ditos realizahles en el acto: si fueren bienes de
del juicio, ósea después de pronunciada la Sen- otra clase, se procederá á su justiprecio por
tencia de remate y al entrar en el procedimien- peritos que nombren las partes, y
tercero en
to de apremio, y nosotros preguntamos ¿tiene su caso para dirimir la
discordia.» Segun,
esta práctica disposícion legal que la legitime? pues, la disposicion de la ley, cuando
(m el jul-
Desde luego, siguiendo la misma letra de la cio ejecutivo se hubieren embargado
bienes que
ley, para contestar á la pregunta dividiremos no sean los comprendidos
en el primer caso,
el juicio ejecutivo en dos clases; primera, aque- no debe hacerse la tasación de
costas después
llos juicios en los que el embargo ha consistido de la Sentencia de remate, sino que
debe pro-
en dinero, sueldos, pensiones ó créditos, reali- cederse al justiprecio de los bienes prévio el
zables en el acto; y segunda, todos aquellos nombramiento de peritos.
juicios que no se encuentran en el caso ante­
rior. En los primeros, observando lo que la ley
dispone, debe practicarse la tasacion de costas
al entrar en el procedimiento de apremio, y la
razon de ello es tan clara como evidente, ya
que habiéndose pronunciado la Sentencia en la
que se determina seguir la egecucion adelante
imponiéndose las costas al ejecutado, como
,
puede hacerse pago inmediatamente al actor
por la cualidad de los bienes embargados, y no
se entra en el procedimiento de apremio, debe
saberse lo que importan las costas causadas en
el juicio ejecutivo, y de ahí la razon por la
que ruanda la ley que la tasacion de costas de­
ba hacerse luego despues de proferida la Sen­
tencia de remate.
Por lo que hace á los juicios ejecutivos en
que el embargo no consista en dinero, sueldos,
pensiones ó créditos realizables en el acto, cree­
mos que la tasación de costas no debe hacerse
despues de proferida la Sentencia de remate,
como lo hemos visto practicar en algun os ca-
Además de la disposicion de la ley tan clara
y terminante, la práctica que venimos comba­
tiendo no tiene en sí razon alguna que la apoye,
sino que es contraria á los principios de breve­
dad y economía sobre Jos que descanca la ley
de Enjuiciamiento. Con la involucracion en el
sos.
Para nosotros la disposioion del articulo 979
de la ley de Enjuioiamiento cívíl es tan clara,
juicio de aquella diligencia, se introduce una
dilacion de suyo innecesaria, toda vez que para
practicarla, como diligencia algo complicada,
se retarda el juicio ejecutivo de naturaleza rá­
pida, pues que, para conseguir su aprobacion
debe darse vista á cada una de las partes. Se
facilita tambien á los li liganles de mala fé, co-
,
mo en generallo son por desgracia los deudo­
res, un arma que deja á su mano la prolonga ...
cion deljuicio, ya que con aquella ocasion pue­
den impugnar los honorarios de los abogados,
peritos y demás funcionarios no sujetos á aran­
cel, y para la decision de estos incidentes es ,
evidente que se malgasta. un tiempo que para
otras diligencias hubiera podido emplearse con
mas provecho. Se aumentan tambien los gas­
tos del juicio con la práctica de una diligencia
inútil en el estado del procedimiento, toda vez
que presoindiendo de los derechos que por su
•
deberá practlcarse cuando venga el caso de ha­
cerse pago al acreedor su crédito y de las cos­
tas que se le han causado, y este caso será
cuando se practique la Iiquidacíon, dispuesta en
el art. 991.
Si alguien quisiera apoyar la práctica que
combatimos por elliteral contesto del art. 992
cuando dice «que en la liquidacion deberán
comprenderse todas las costas posteriores á la
Sentencia de remate que siempre serán de car­
go del deudor,» contestaremos que este articulo
no supone que despues de la Sentencia de remte
se haya practicado una tasacion de costas, sino
que ha querido cerrar la puerta á la mala fé
declarando, que las costas ocasionadas despues
de la Sentencia venían á cargo del deudor. Y
para ser lógica la ley debía así consignarlo, to­
da vez que, si al dictar la Sentencia dé remate,
designa como uno de los requisitos de que no
puede hacerse caso omiso la condena de costas
al deudor , debia hacer igual declaracion al fi­
nir el procedimiento de apremio, y esto, y no
otra cosa, es lo que á nuestro juicio consigna
el art. 992.
Si nuestras observaciones merecen el apremio
de los lectores de El Foro, daremos por bien
empleado nuestro trabajo, y tal vez nos sirva
de aliciente para ocupar de nuevo sus co­
lumnas.
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formacion se devengan segun arancel, para
conseguir su aprobacion se hace necesaria la
presentacion de algunos escrito s.
Calificamos de inútil la formacion de la ta­
sacian de costas en el estado del prooedimiento
ósea despues de proferida la Sentencia de re­
mate, pues Ia esperiencia ha demostrado sufi­
cientemente que el deudor que no procura
librar sus bienes antes de la Sentencia, no lo
hace despues de proferida esta, y e5 indispen­
sable que el juicio se prosig a hasta la realiza­
cion de los bienes embargados, con lo cual se
hace supérflua aquella tasacion.
Si en Ia antigua tramitacion tenia aquella
práctica razon de existencia, por que despues
de la Sentencia de remate se dirigía un requi­
rimiento al deudor para que pagase la deuda
principal y costas causadas, y era conveniente
que estuviese determinado lo que estas im por­
taban; aquella razon ha desaparecido desde el
momento que la nueva ley, borrando aquella
diligencia, ha prescrito que despues de la Sen­
tencia se proceda al justiprecio de los bienes em­
qargados,
Por último, la insignificancia de las costas
causadas en el juicio ejecutivo en comparaeion
de las que se irrogan en el procedimiento de
apremio, nos dice de un modo muy claro que
no quiere la ley se practique entonces la tasa­
cion, que en último resultado ha de ser inútil,
ya que deberá hacerse otra que será mucho
mas crecida.
Si, pues, Ia tasacion de costas en los juicio s
ejecutivos, que nosotros hemos calificado de se­
gunda clase, no debe hacerse despues de pro­
ferida la Sentencia de remate ¿en qué caso y
lugar deberá verificarse? La misma ley en su
articulo 979 nos lo dice: sí cuando 10 embar­
gado es dinero, sueldos, pensiones ó créditos
realizables en el acto, se manda hacer la tasa­
cion de costas despues de la Sentencia porque
entonces debe hacerse pago al acreedor de la
deuda principal y las costas; por razon de ana­
logía diremos, que cuando los bienes embarga­
dos sean de otra clase, la tasacion de costas
•
Jaime Grau y Esearraguell.
(Del Foro.)
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